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RECURSO DE REVISIÓN  346/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO.
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y OTROS.


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 21 veintiuno de febrero de 2017 dos mil diecisiete. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido por parte de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, el 17 diecisiete de octubre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información presentó un escrito dirigido al Secretario de Educación del Gobierno del Estado, en la que aquél solicitó la información siguiente
:
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SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 28 veintiocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis el Titular de la Unidad de Transparencia Pública de Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, notificó al solicitante mediante los estrados los oficios DG-305/2016-2017 y DSA/1627/2016 en el que contienen las respuestas a la solicitud de acceso a la información pública. Notificación que es como sigue
:
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TERCERO. Interposición del recurso. El 14 catorce de noviembre de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó un escrito ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior.

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 14 catorce de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 25 veinticinco de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación.

· Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-346/2016-2.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN –en adelante SEGE– a través de su TITULAR, del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, del DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS; y de la BENEMÉRITA Y CENTENARIA ESCUELA NORMAL DEL ESTADO –en adelante BECENE– por conducto de su DIRECTOR GENERAL.

· Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se desahogaron dada su especial naturaleza–.

· Se le tuvo al recurrente por señalado los estrados de esta Comisión de Transparencia para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a la información.

· Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.


Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

SEXTO. Sujeto obligado. Por proveído del 7 siete de diciembre la ponente del presente asunto también tuvo por sujeto obligado en este asunto al SISTEMA EDUCATIVO ESTATAL REGULAR –en adelante SEER– por conducto de su DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS.

SÉPTIMO. Rendición de los informes de los sujetos obligados. 
Por proveído del 18 dieciocho de enero de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto:
· Tuvo por recibido el oficio sin número firmado por el TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA del SEER.

· También tuvo por recibido el oficio sin número firmado por el DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS del SEER, junto con dos anexos.
· De igual forma recibió el oficio DG-636/2016-2017 firmado por el DIRECTOR DE LA BECENE, junto con tres anexos.

· Les reconoció su personalidad.

· Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas quienes así lo hicieron.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.

Respecto a la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.


Por otra parte, la ponente en cumplimiento a los acuerdos CEGAIP-198/2016 y 199/2016 S.E. del 14 catorce de julio de este año amplió el plazo para resolver el presente asunto.


Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. En vista de que el ámbito de competencia, es una cuestión de previo y especial pronunciamiento, de cuya resolución depende la consecución o terminación del trámite del asunto, esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no es competente para conocer y resolver este medio de impugnación sobre una parte del escrito que fue presentado ante el Secretario de Educación del Gobierno del Estado.

En efecto, el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Así pues, por competencia ha de entenderse, en términos generales, la facultad o capacidad que tienen las autoridades jurisdicentes para conocer y decidir sobre determinadas materias.

Ahora, es el propio mandamiento federal, quién le da la competencia esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública para conocer en materia de acceso a la información pública de acuerdo a su artículo 6°, apartado cuarto párrafo, apartado A, fracción IV, que refiere: 

Artículo 6o….

[…]

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

[…]

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.
De igual forma el artículo 17, fracción III, párrafo tercero, incisos a) y b) de la Constitución Política de Estado establecen que:

ARTICULO 17. -El Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender:

[…]

III….

[…]

El sistema de protección especializada tendrá asiento en la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, CEGAIP, que es un organismo público con autonomía presupuestaria, operativa, de gestión y de decisión; encargado de:

a) Garantizar el ejercicio de las prerrogativas asentadas en este precepto.

b) Vigilar la aplicación y cumplimiento de la ley de la materia, resolviendo sobre actos u omisiones de naturaleza administrativa que incumplan el derecho de acceso a la información pública, por parte de los Poderes del Estado, los municipios y sus entidades, concesionarios de bienes y servicios, organismos constitucionales autónomos, partidos políticos y demás entes obligados.
Como se ve, esta Comisión de Transparencia es competente en virtud de la facultad que le otorga tanto el orden federal como local para llevar a cabo determinadas funciones y actos, en razón de la materia.

En el caso, la competencia de este órgano garante es sobre determinada materia, es decir en virtud de la naturaleza de la causa, o sea, de las cuestiones contenciosas que constituyen precisamente sobre qué va a resolver este órgano colegiado mediante el recurso.

Por ello, para determinar de qué materia se trata, son las propias constituciones mencionadas quienes la establecen, lo anterior de acuerdo con las disposiciones referidas en la Constitución Federal en el propio artículo 6°, cuarto párrafo, apartado A, fracción I y, el artículo 17, fracción III, párrafo primero, quienes refieren que se trata de acceso a la información.

Así los artículos 1°, 3°, fracciones XII y XIX, 4°, 6°, 11, 12 y 63 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado refieren que: 

ARTÍCULO 1°. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el Estado de San Luis Potosí. Este Ordenamiento es reglamentario de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado, y acorde a lo previsto en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

Tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública y establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los lineamientos que determine el Sistema Nacional de Transparencia, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás disposiciones relacionadas con el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, se aplicarán de manera supletoria en lo no previsto por esta ley.
ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
XII. Derecho de Acceso a la información pública: derecho humano de las personas para acceder a la información pública en posesión de los sujetos obligados, en los términos de esta Ley;
[…]
XIX. Información pública: la que es creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada como reservada o confidencial;
ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.
ARTÍCULO 6°. El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de cualquier entidad, autoridad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; municipios; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 
ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.
ARTÍCULO 63. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y Lineamientos que de la misma se deriven, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.

De los cuales tenemos que:

· Que la Ley de Transparencia es reglamentaria de la fracción III, del artículo 17 de la Constitución Política del Estado, y acorde a lo previsto en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

· Que ttiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
· Que el Derecho de Acceso a la información pública es un derecho humano de las personas para acceder a la información pública en posesión de los sujetos obligados, en los términos de esa ley.
· Que Información pública la que es creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados –exceptuando la clasificada como reservada o confidencial–.
· Que el derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información, ya que  toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General, en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, la le de transparencia y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias.
·  Que toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones. 
· Que toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles.
· Que  para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esa lley y llineamientos que de la misma se deriven, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados.

Que para lo anterior, el organismo especializado es la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, misma que, de acuerdo al artículo 34, fracciones I y II de la propia Ley de Transparencia refieren que: 

ARTÍCULO 34. La CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, mismas que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas, y se desarrollarán en los términos que señale su reglamento interior. Todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas. El Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, las siguientes atribuciones: 
I. Interpretar y aplicar las disposiciones de la presente Ley, conforme a lo dispuesto a lo que establece el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
II. Recibir, dar trámite y resolver los recursos que interpongan las personas que hubiesen solicitado información a los sujetos obligados;
ARTICULO 163. Contra los actos o resoluciones que de cualquier forma no satisfagan las solicitudes de información, sólo procede el recurso de revisión que se interpondrá conforme a lo establecido en la presente Ley.
Esto es que la CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno y, que éste tendrá en el ámbito de su competencia, las atribuciones de iinterpretar y aplicar las disposiciones de la Ley de Transparencia, conforme a lo dispuesto a lo que establece el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, además rrecibir, dar trámite y resolver los recursos de revisión que interpongan las personas que hubiesen solicitado información a los sujetos obligados.
De todo lo anterior, se pone en conocimiento que los artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en síntesis, regula el derecho de todas las personas de acceder a la información pública en poder de los sujetos obligados y que esta información esencialmente es realizada en documentos o en cualquier soporte que respalde la información, es decir, que necesariamente debe de contar de actos o hechos del pasado, ya que la obligación de entregarla debe de ser en el estado en que se encuentre, o sea, que para acceder a la información pública el documento ya debió de ser generado o estar en los archivos de aquéllos y que esta obligación debe existir conforme a las facultades, atribuciones y actividades encomendadas a las autoridades que por ministerio de ley, es decir que se encuentre en sus archivos.
En este contexto, de acuerdo a la definición del Diccionario de la Real Academia Española en su vigésima segunda edición, el significado de la palabra acceso en su primera acepción proviene del latín accessus y significa acción de llegar o acercarse y como se ha dicho el derecho de acceso a la información pública se trata de toda aquella que conste en poder de los entes obligados ya sea que dicha información se encuentre en documentos, es decir, que necesariamente debe de haber un respaldo que sustente la documentación solicitada.
En conclusión a lo anterior, al tener esta Comisión la facultad de conocer, iniciar, dar trámite y resolver los recursos de revisión que presenten los solicitantes de la información pública ante los supuestos de procedencia que refiere el artículo 167
 de la Ley de Transparencia, sin embargo para estar en posibilidad de conocer y resolver el medio de impugnación mencionado, éste, necesariamente debe derivarse de una solicitud de información en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en el sentido de que la información esté en posesión de las autoridades –independientemente, incluso del formato en que se encuentre– porque para poder determinar la competencia de esta Comisión se debe atender a la naturaleza de lo solicitado por el recurrente.

En el caso, quien presentó el escrito dirigido ante el Secretario de Educación pretende que se le entregue un documento derivado de la utilización del derecho de petición previsto en el artículo 8° de la Constitución Federal, ya que en su escrito dijo:
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 Así, lo que el solicitante pretende es obtener una respuesta derivada precisamente del derecho de petición consagrado en el mencionado artículo 8° de la Constitución Federal, pues por más que, en cuanto a la forma haya seguido, en un momento dado, como si fuera una solicitud de acceso a la información pública en los términos y requisitos de la Ley de Transparencia, lo cierto es que, de sus propias manifestaciones, se advierte que a lo que pidió es que la autoridad le entregue un documento derivado de una petición en el sentido de que un servidor público justifique su actuar respecto a una orden que emitió –todo a dicho de quien presentó el escrito– y, ello es precisamente en términos del artículo 8° del Pacto federal, por lo tanto, al ser un derecho de petición en términos del último artículo citado, el mismo no es tutelado por esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, pues este órgano colegiado solamente puede conocer los recursos de revisión respecto al párrafo cuarto, apartado A, del artículo 6 de la Carta Magna, en relación con el artículo 17, fracción III, párrafo primero de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
Por tanto, si quien presentó el recurso, en su escrito inicial que presentó ante la autoridad y pretendió obtener un documento derivado del ejercicio de un derecho de petición, en evidente que esta Comisión no es competente para conocer de esa supuesta negativa, precisamente porque se trata de un derecho de petición cuya competencia e interpretación corresponde a otra instancia jurisdiccional.
Sin duda, si la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública conociera sobre el derecho de petición previsto en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de una posible invasión de esfera o competencia de otra autoridad, conocer ese derecho de petición es contravenir lo dispuesto en la propia Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, pues además de generar un documento tal y como lo pidió el solicitante, contravendría el artículo 18
 de esa ley, en virtud de que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, es decir, documentar, no como en el caso generar de acuerdo a la modulación de la petición hecha por el solicitante, lo que no sucede con el artículo 8° de la propia Carta Magna, pues en este derecho si hay obligación de generarle un documento para dar respuesta a su inquietud, máxime que en nuestra Constitución Federal prevalece tanto el artículo 6° que se refiere al acceso a la información –en su apartado A– como el artículo 8° –petición– y para la tutela del primer derecho se crearon organismos especializados, como ya quedó explicado y en cuanto al segundo, en caso de alguna violación a esta garantía corresponde a otra autoridad diferente de la primera mencionada.
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 4/2012 (10a.), sostenida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, marzo de 2012, en el Libro VI, Tomo 1, página 352, materia común, cuyo rubro y texto es: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES DE SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL). Si bien es cierto que los artículos 74 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, así como los diversos 53 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y 93 de su reglamento regulan, a través de un medio de defensa o mediante un procedimiento, cómo debe respetarse el derecho de acceso a la información, también lo es que cuando existe omisión de la dependencia o autoridad de responder a una solicitud de esa naturaleza, el gobernado puede estimar válidamente que se cometió en su perjuicio una transgresión al derecho de petición contenido en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual garantiza la obligación de las autoridades de responder cualquier solicitud en breve término y de dar a conocer la respuesta al interesado. En ese tenor, para el efecto de la procedencia del juicio de amparo promovido contra la omisión de una autoridad de responder sobre una solicitud de acceso a la información, en términos de la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, debe determinarse en principio la violación o transgresión que el peticionario de amparo aduce que se cometió a sus derechos, lo que dará pauta al órgano de control constitucional para decidir si en el caso se actualiza o no la causa de improcedencia consistente en que no se agotó el medio o procedimiento establecido en la ley que rige al acto, antes de acudir al amparo. Así, cuando se aduce en la demanda de amparo una violación directa al derecho de petición, el juzgador no puede estimar que se actualiza la causal de improcedencia referida, pues en este caso el derecho de petición no se rige por las leyes de transparencia y de acceso a la información pública en las que sí se establece un recurso o medio de defensa por el que pueden ser revocados o nulificados los actos reclamados, pues debe tenerse presente que lo que busca el peticionario de amparo es que la autoridad conteste su solicitud en breve término y que haga de su conocimiento la respuesta.
Como se ve, la referencia que hizo una de las Salas del máximo tribunal de este país es clara al referir que el derecho de petición no se rige por las leyes de transparencia, por lo que en conclusión esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública no es competente para conocer el presente asunto en cuanto toca a esa parte del escrito que fue dirigido al Secretario de Educación por las razones desarrolladas con antelación.
Por otra parte, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública si es competente para conocer del presente asunto en la parte en que se trata del derecho de acceso a la información pública, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio dicha respuesta.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El  28 veintiocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 2 dos al 23 veintitrés de noviembre. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 29 veintinueve, 30 treinta y 31 treinta y uno de octubre, 1 uno, 5 cinco, 6 seis, 12 doce, 13 trece, 19 diecinueve, 20 veinte y 21 veintiuno de noviembre.

· Consecuentemente si el 14 catorce de noviembre de ese año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados, puesto que así lo reconocieron las autoridades mencionadas al momento de rendir su informe. 


Lo mismo sucede para los TITULARES de la SEGE y SEER en virtud de que, a pesar de que fueron omisos en rendir el informe que les fue solicitado, así se desprende de autos ya que la solicitud de acceso a la información pública que nos ocupa fue dirigida al primero, precisamente en su carácter de titular y, al segundo porque en la solicitud de acceso a la información pública se advierte información que le compete.


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.


SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios de conformidad con lo siguiente.

7.1. Agravios.

El recurrente expresó como motivo de inconformidad:

a)
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b)
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c) 
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d)
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e)
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f)
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7.1.2. Agravios infundados.


Son los identificados con los incisos a), c), d), e) y f).


Por lo que se refiere al inciso a).


Es infundado porque, si bien en las respuestas a la solicitud de acceso a la información pública contenidas en los oficios DG-305/2016-2017 y DSA/1627/2016 sobre una misma información que les fue solicitada el DIRECTOR de la BECENE expresó que la información estaba contenida en 16 dieciséis fojas y el DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS dijo que esa información era de 17 diecisiete fojas, ello no puede entenderse como una negativa de acceso a la información pública por lo siguiente.


En efecto, en el caso los dos servidores públicos garantizaron el derecho de acceso a la información pública, ya que en sus respuestas permitieron el acceso a la información que les fue solicitada.


Ahora, aunque en las respuestas a la solicitud de acceso a la información pública hay una discrepancia, ya que un servidor público expresó que esa información era de 16 dieciséis fojas y el otro servidor público dijo que estaba contenida en 17 diecisiete fojas, lo cierto es que cada uno entregó lo que constaba en sus archivos, ello de acuerdo al artículo 61
 de la Ley de Transparencia, ya que cada uno, permitió el acceso a la información de lo que constaba en sus archivos, es decir, que, como responsables de lo que cada uno poseía permitieron que el solicitante accediera lo que éste había solicitado.

Además, de que el solicitante agregó el acta
 del 9 nueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis en la que consta que accedió a las 16 dieciséis fojas que le fueron puestas a disposición por parte de la BECENE, es decir que, ya no se presentó a constatar las otras 17 diecisiete fojas que también le fueron puestas a disposición por parte del DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS, esto es, que por más que haya discrepancia en las respuestas sobre una foja, lo cierto es que nunca se le negó el acceso a la información, aún con que el referido DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS puso a disposición, incluso una foja más, pues ya se dijo que, dichos servidores públicos permitieron el acceso a la información de lo que constaba en sus archivos, de ahí que su agravio sea infundado. 


Por otra parte, también es infundado en lo alegado en el inciso c).

Recordemos qué fue lo que el solicitante pidió y que fue el expediente de la docente Antonia Guadalupe Olivera Aguilar.

Ahora, en sus respuestas tanto el DIRECTOR de la BECENE como el DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS pusieron a disposición la información.


Así, si el recurrente ahora se inconforma porque de acuerdo a él, dentro de dicha información no se encuentra el título y cédula profesional que la autoricen a ejercer la profesión de profesora, dicho motivo de inconformidad es infundado porque, como ya se ha expuesto, los servidores públicos no negaron la información, sino por el contrario la pusieron a disposición en el estado en que se encontraba de conformidad con el artículo 61 citado de la Ley de Transparencia, o sea, que no hay negativa de la información y, por ende no se está frente a la entrega de información incompleta, sino por el contrario, ya se ha dicho que los servidores públicos entregaron la información que tenían en sus archivos.  

Por lo que toca al inciso d) es infundado.


Es infundado porque, en esencia el recurrente pidió:
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En el caso, el DIRECTOR de la BECENE cuando dio respuesta, en síntesis expresó que no existía y para ello citó el artículo 7° de la Ley de Transparencia.

Los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado refieren:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones o bien, que en los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.


En el caso, en el Procedimiento Operativo para la Titulación Código: BECENE- DSADT -PO-01 de la BECENE
 punto 05 Descripción del procedimiento se encuentra la secuencia de etapas, actividad y responsable en donde observa en la página 6 seis de ese documento, puntos 11 once y 12 doce que:

	SECUENCIA DE ETAPAS


	ACTIVIDAD


	RESPONSABLE



	11.0 Presenta examen profesional


	11.1 El alumno presenta el examen el día y la hora asignada por el departamento de titulación.


	Alumno



	12.0 Dictamina y aprueba


	12.1 Delibera y entrega al Departamento de Titulación las actas de examen profesional:

12.2 Si el dictamen es aprobatorio pasa al punto 13.0

12.3 Entrega constancias de aprobación.

12.4 Si el dictamen es no aprobado paso 1.2


	Sínodo / Departamento de titulación




 Y en el punto 8.0 ocho punto cero encontramos el Glosario, entre lo que se encuentra:
8.3 Sínodo, cuerpo colegiado de docentes que tiene como función dictaminar y emitir un veredicto sobre los documentos recepcionales elaborados por los alumnos de Octavo Semestre así como fungir como jurado en el Examen Profesional con base en cada documento revisado.
[…]

8.6 Sustentante: persona que cursó alguna de las Licenciaturas que se imparten en la Institución y cuyo documento recepcional fue aprobado para efecto de presentar su Examen Profesional.
8.7 Acta de Examen Profesional: documento oficial que expide la Institución y que legaliza el Sistema Educativo Estatal Regular, el cual da fe del veredicto del jurado respecto a un Examen Profesional.

De lo anterior, tenemos que en ninguna parte se encuentra que, quien realizan el examen profesional tenga obligación alguna de documentar lo que sucede dentro de éste, en otras palabras, no hay dentro del procedimiento de titulación obligación alguna de dejar constancia mediante algún documento lo que se desarrolla al momento de que el alumno presente su examen profesional, por ello su agravio es infundado. 


En otro apartado, el agravio expresado en el inciso e) es infundado.

En el caso, el ahora recurrente pidió tener acceso a la información sobre el calendario que elaboró y generó para la presentación de todos los exámenes profesionales de los alumnos o profesores de formación de la BECENE del ciclo escolar 2015 dos mil quince-2016 dos mil dieciséis y, sobre lo anterior el DIRECTOR de dicha institución respondió en el sentido de que no lo podía poner a disposición en virtud de que esa información contaba con datos personales, en el caso los nombres de los alumnos que presentaron su examen profesional y para ello citó el artículo 7° de la Ley de Transparencia y el criterio del Comité de Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Ahora, en primer término el cobro de la reproducción de la información en versión pública no le causa agravio al recurrente, ya que éste cuando pidió dicha información solicitó copia simple, es decir, que fue él mismo quien pidió tener acceso a la información mediante la reproducción de la misma, por ello, si dicha información contiene datos personales y para ello es necesario elaborar la versión pública de la información, está claro que, dicho cobro en nada le causa agravio en virtud de que, se insiste el pidió tener acceso mediante la reproducción de la información.

Por otra parte, si el solicitante al querer acceder a la información que pidió –por más que haya querido solamente acceder– la autoridad le respondió que esa información contiene datos personales, de ahí que, al contener información con esas características resulta inaccesible a la totalidad del documento, sino que, efectivamente puede accederse a la misma mediante una versión pública de acuerdo con el artículo 125
 de la Ley de Transparencia. 

En esa postura, es necesario aclarar que, en virtud de que no se puede acceder al documento ya sea en original o mediante la reproducción del mismo –mediante la versión pública– el ente obligado, como lo hizo en la respuesta debe de hacerle saber al solicitante el cobro de la versión pública, en otras palabras, la respuesta es correcta.

Así, se insiste que la información que el solicitante pidió, no puede ser de acceso a su totalidad, sino mediante la reproducción para la elaboración de la versión pública. 

Por ello, desde ese punto de vista el ente obligado al tener que elaborar la versión pública y, para el efecto de que el solicitante pueda acceder, la misma debe de ser en copia simple –pues el recurrente sólo pidió la reproducción– y en versión pública, por ende, como el ente obligado lo dijo en su respuesta, debe de hacer el cobro respectivo. 

En esa postura, es necesario aclarar que el derecho de acceso a la información pública, no es absoluto sino que, tiene, en este caso, el límite cuando se trate de información confidencial o de datos personales –previstos en el artículo 3°, fracciones XI y XVII– limite que, incluso está previsto en el artículo 113, 138 y 142 primer párrafo de la Ley de Transparencia que refiere que la figura jurídica de excepción al derecho de acceso a la información pública, es la de información confidencial –como es el caso– si no es por consentimiento del titular. 

En este asunto la disyuntiva a dilucidar es qué hacer cuando un documento es, en parte público y, en parte contiene datos que por sus características de información confidencial no se puede tener acceso a la totalidad del documento.

Esta situación no la pasó por alto el legislador ya que ante esta circunstancia previo la elaboración de las versiones públicas, es decir, que cuando un documento que, en esencia es público, pero a la vez contiene datos confidenciales, se deben de eliminar o testar las partes que sean confidenciales. Dicho de otra forma, se debe de elaborar un documento para poder acceder a él, mediante la versión pública.

En el caso, para que el solicitante pueda acceder a la información que solicitó es necesario elaborar una versión pública, ya que la misma no puede ser entregada en su totalidad, pues es indispensable que la autoridad realice la versión pública, porque el documento al contener secciones confidenciales, la autoridad debe de testar éstas.

De lo anterior, está claro que para que el quejoso acceda a la información que pidió la autoridad debe de elaborar una versión pública de los documentos solicitados, es decir, elaborarle un documento, para lo cual se necesita, en primer lugar, fotocopiar el documento que contiene datos personales, a fin de que posteriormente se supriman esos datos y, finalmente, fotocopiar el documento a fin de ponerlo a disposición del peticionario, situación que genera un costo adicional a cargo de la autoridad.

Atender lo contrario, es decir que el solicitante acceda a la información sin estar testado, no resulta viable, puesto que no hay consentimiento expreso de los titulares de los derechos protegidos –información confidencial– ni el solicitante acreditó ser el representante para llegarse de esos datos jurídicamente protegidos.

En esa tesitura, lo procedente es, como bien lo dijo la autoridad en su respuesta, de elaborar una versión pública a costa del solicitante, pues para acceder a la información que, en principio es pública, lo cierto es la misma contiene información confidencial y, por ello es indispensable que se elabora dicha versión a costa del solicitante.

Lo anterior se sustenta con la tesis III. 2°. T. Aux. 15 A, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, Visible en el Semanario Judicial y su Gaceta, Página 2098, Tomo XXXII, Julio de 2010, Novena Época, Materia Administrativa
. Así como el criterio 14/2009  emitido por el Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Visible en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Página 865, Novena Edición, Junio de 2013
.


Consecuentemente el cobro de la reproducción de la información para su entrega, es correcto, de ahí que el agravio sea infundado.

Por último, lo expresado en el inciso f) es también infundado.


Lo anterior es porque sobre la información sobre los pagos de los interinatos a los servidores públicos-docentes que cubrieron y trabajaron dichos interinatos el sujeto obligado le puso a disposición la información sobre una relación de los mismos que consta de 8 ocho fojas.

Ahora, contrario a lo afirmado por el recurrente, éste no solicitó cheques de los pagos, sino precisamente los pagos en sentido general. En otras palabras no pidió tener acceso a la reproducción de la información expresamente de cheques como forma de pago.


Así, la autoridad, si bien consta que le puso a disposición una relación de los pagos y de los cuales constaba de 8 ocho fojas e incluso en el acta
 del 9 nueve de noviembre se le volvió a poner a disposición la información y, el solicitante insistió en que de esa información pediría copia, es decir, la reproducción de la información y, por ello quien le mostró la información expresó en dicha acta que la misma le sería entregada hasta que comprobara el pago de la reproducción correspondiente se procedería a dicha reproducción para su posterior entrega.


Lo anterior pone de manifiesto que, si el solicitante pidió reproducción de la información, es evidente que el sujeto obligado le mostró la relación de a quiénes les realizó el pago correspondiente sobre los interinatos y, en esa postura no es hasta que el recurrente haga el pago correspondiente cuando podrá acceder a la información que pidió, esto es, a los documentos en los que conste dichos pagos y, que es precisamente la información solicitada, pero se insiste dada la modalidad en que solicitó la información mediante la reproducción de la información, el solicitante debe, primer hacer el pago correspondiente para que le fuera entregada la información como la solicitó, esto es, en donde conste que dichas personas recibieron el pago, por ende, la puesta a disposición de una información en donde se contiene una relación de pago no le causa agravio, ya que no hay pago para la reproducción de la información y, por ende su agravio es infundado, lo anterior de conformidad con los artículos 17, 62, 157 y 165 primer párrafo y tercer párrafo
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, es por ello que su agravio es infundado.   


7.2. Agravio fundado.

Es fundado lo alegado en el inciso b).


Lo anterior es porque en la solicitud de acceso a la información pública el ahora recurrente pidió, la cédulas evaluación de la docente Antonia Guadalupe Olivera Aguilar de los años del 2010 dos mil diez al 2016 dos mil dieciséis y, sobre lo anterior el DIRECTOR de las BECENE en su respuesta se pronunció en el sentido de poner a su disposición para consulta los años 2010 dos mil diez, 2011 dos mil once, 2012 dos mil doce, 2013 dos mil trece, 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis, esto es que, como bien lo dijo el recurrente en su agravio la información es incompleta ya que no hubo pronunciamiento alguno, no sólo en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, sino tampoco el sujeto obligado nada dijo en su informe sobre esa situación, esto es porqué no permitió el acceso a la información sobre dicho año 2014 dos mil catorce.


Por tanto, de conformidad con el artículo 11
 de la Ley de Transparencia toda la información debe de ser completa, por ende el agravio resultó fundado por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará a continuación.

7.2. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado uno fundado uno de los agravios que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto lo conmina a que emita otra respuesta en la que:

7.2.1. Permita el acceso a la información sobre las cédulas de evaluación de la docente Antonia Guadalupe Olivera Aguilar del año 2014 dos mil catorce.  


7.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública a costa del solicitante.

7.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

7.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no resultó competente para conocer una parte del escrito presentado ante el Secretario de Educación del Gobierno del Estado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando primero de la presente resolución.
SEGUNDO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 346/2016-2 QUE FUE EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 21 VEINTIUNO DE FEBRERO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en las fojas 4, 5, 6 y 7 de autos. 


� Visible en la foja 8 y de la 9 a la 21 y de la 25 a la 27 de autos. 


� ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de:  I. La clasificación de la información;  II. La declaración de inexistencia de información;  III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;  IV. La entrega de información incompleta;  V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley; VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; IX. Los costos o tiempos de entrega de la información; X. La falta de trámite a una solicitud; XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información; XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o XIII. La orientación a un trámite específico.--- La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP.


� ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.


� ARTÍCULO 61. Los servidores públicos y las áreas de los sujetos obligados que formulen, produzcan, procesen, administren, archiven y resguarden información pública, son responsables de la misma y están obligados a permitir el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en los términos de esta Ley. 


La obligación de los sujetos obligados de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante.


� Visible en la foja 22 de autos. 


� � HYPERLINK "http://www.beceneslp.com.mx/ISO%209001_2000/Documentos%20Vigentes/Proc_Operacion/Direccion%20Gral/Serv%20Admin/Titulacion/Proc.Op.%20BECENE-DSA-DT-PO-01.pdf" �http://www.beceneslp.com.mx/ISO%209001_2000/Documentos%20Vigentes/Proc_Operacion/Direccion%20Gral/Serv%20Admin/Titulacion/Proc.Op.%20BECENE-DSA-DT-PO-01.pdf�





� ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.


� TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO 78 DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE GRATUIDAD EN EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN, CONTENIDO EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.


Del proceso legislativo que concluyó con la adición de un segundo párrafo con siete fracciones al artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de julio de 2007, se advierte que el creador de la norma destacó que la fracción III del referido numeral prevé, entre otras cosas, el principio de gratuidad únicamente por lo que ve al ejercicio del derecho de acceso a la información, lo que significa que el hecho de proporcionar información a los particulares no generará costo alguno para éstos. Por otra parte, el artículo 78 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco dispone que cuando la información solicitada se encuentre disponible al público en medios impresos, como libros, compendios, trípticos, archivos públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información, lo que no implica propiamente un costo para el gobernado. Por tanto, el mencionado artículo 78 no viola el indicado principio, pues éste se dirige a los procedimientos para la obtención de la información, no a los eventuales costos de los soportes en los que ésta se entregue, tales como medios magnéticos, copias simples o certificadas, ni a las cantidades erogadas por el traslado para obtenerla o para su entrega a través de servicios de mensajería cuando así lo solicite el particular, en razón de que esos medios de reproducción y de envío son los que tienen un costo, pero no la información, además de que en la propia legislación se prevén los mecanismos para que el gobernado pueda tener el mayor acceso posible a aquélla, así como los medios de comunicación necesarios y posibles para su obtención.


� DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS IMPRESOS QUE CONTIENEN INFORMACIÓN CONFIDENCIAL Y/O RESERVADA, SU COSTO ES INDEPENDIENTE DEL QUE GENERA LA REPRODUCCIÓN DE LA VERSION PÚBLICA RESPECTIVA. El Acuerdo General de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte Justicia de la Nación, del nueve de julio de dos mil ocho, específicamente en sus artículos 92, 93, 105 y 109, establece que tratándose de documentos impresos o electrónicos en formato de imagen, la versión pública debe elaborarse sobre “copias impresas” y que previo a su elaboración deberá cotizarse su costo de reproducción conforme a las cuotas autorizadas por la Comisión, hacerlo del conocimiento del solicitante y recibir el pago correspondiente; asimismo, precisa que en los casos en que los solicitantes elijan la modalidad electrónica y la información requerida no exista en documento electrónico, el órgano que la tenga bajo su resguardo deberá generar la versión respectiva, para lo cual dispondrán de un tiempo prudente que deberá ser aprobado por el Comité o la Comisión, en su caso. Luego, es dable concluir que si bien es verdad que para tener por satisfecho el derecho de acceso a la información es necesario que ésta se proporcione en la modalidad solicitada, lo cierto es que en los casos en que para ello sea necesario generar la versión pública y/o electrónica de los documentos que contienen la información requerida, es menester que previamente el solicitante efectúe el pago del costo que genera su reproducción, el cual deberá determinarse por el área que la tiene bajo su resguardo, en la inteligencia de que el costo de la reproducción de la versión pública es independiente del costo de la reproducción de la versión electrónica. 


� Visible en la foja 24 de autos. 


� ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 


En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.


ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. En los demás casos, respetando el principio de gratuidad, los sujetos obligados observarán las cuotas que se fijen en sus respectivas Leyes de Ingresos por su reproducción. 


Los sujetos obligados que por su naturaleza jurídica no cuenten con Ley de Ingresos, deberá remitirse a la Ley de Ingresos del Estado o Municipios, según corresponda.


ARTÍCULO 157. La Unidad de Transparencia tendrá disponible la información solicitada, durante un plazo mínimo de sesenta días, contado a partir de que el solicitante hubiere realizado, en su caso, el pago respectivo, el cual deberá efectuarse en un plazo no mayor a treinta días. 


Transcurridos dichos plazos, los sujetos obligados darán por concluida la solicitud y procederán, de ser el caso, a la destrucción del material en el que se reprodujo la información.


ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de:


[…]


Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes.


� ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.





